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.
· Fiscalización: conjunto de acciones que el regulador ambiental lleva a cabo con el objetivo de inducir cumplimiento de la normativa por parte de los agentes bajo regulación.  
· Dichas acciones incluyen, básicamente, dos actividades: [Russell (2003) y (1990)].
· Inspección: propósito es detectar violaciones a la normativa, 
· Aplicación de sanciones o multas, en el caso que una violación sea descubierta. 
· Existen otras actividades intermedias entre la inspección y la multa:
· envío de notas de intimación a cumplir con la normativa so pena de ser multado
· Las empresas destinan recursos para apelar las sanciones: abogados, descargos, presión política, etc. => el regulador también debe destinar recursos para que las sanciones resueltas se apliquen definitivamente. 
· Supuestos implícitos en lo anterior:

· Los agentes regulados no cumplirán con la normativa si no existe fiscalización. 
· El regulador no tiene a-priori la información para determinar el status de cumplimiento o no de las empresas. 
· => La fiscalización implica costos para el regulador
Inspecciones / Monitoreo
· Las actividades específicas que involucra la inspección dependen del instrumento de política por el cual se ha optado para regular las emisiones. 
· Si la normativa en cuestión fija límites máximos de descarga (estándares de efluentes), la inspección se centrará en la medición de los mismos. 
· Los límites pueden estar definidos en términos de:

· la carga emitida del contaminante en cuestión (Kg./día o Ton./año) o 
· concentración (mg./l). 
· En este último caso, la inspección consistirá básicamente en tomar una muestra del efluente para su posterior análisis. 
· En el primer caso, el regulador deberá medir a su vez el caudal. 
· Si el instrumento en cuestión es un sistema de permisos de emisión transferibles, o un impuesto a las emisiones, el regulador deberá también llevar la contabilidad de los permisos en poder de las empresas y la cantidad de dinero pagado por concepto del impuesto. 
· Si la norma establece que la firma debe contar con cierta tecnología, la inspección consistirá en chequear si efectivamente es así y si la tecnología se encuentra en condiciones de ser operable (si efectivamente es bien operada es otra cuestión cuyo control es más difícil y puede requerir muestrear efluentes como prueba).
· Si se regula la carga surge la necesidad de monitorear de forma continua las emisiones, independientemente que se utilice Instrumentos Económicos ó estándares

· Como monitorear de forma continua a todas las fuentes insumiría costos muy altos, y además no sería costo-beneficioso, los reguladores obligan a las fuentes a reportar sus emisiones 
· Aparece otro posible problema: el sub-reporte. 
· => El auto-reporte no libera al regulador de la necesidad de auditar a las firmas con cierta frecuencia para chequear la consistencia de los reportes. 
· Otros aspectos dificultan la tarea de inspección:

· Primero: El carácter “fugitivo” de la contaminación. [Russell (2003)]: el regulador no puede chequear la veracidad de reportes pasados si no estuvo allí en el momento de las emisiones
· Segundo: cuando la firma o agente emisor puede “ocultar” sus emisiones muy fácilmente. Ejemplos:
· Disposición inadecuada de envases descartables o basura

· Dilución de efluentes 
· En estos casos no es socialmente deseable (en términos de costos y beneficios) que el regulador destine recursos para intentar capturar 
· Una de las medidas que puede tomar el regulador en estos casos de fácil “enmascaramiento” de emisiones es revertir la carga la prueba. 
· Ejemplo: Sistema de depósito – reembolso: es el consumidor (potencial emisor) el que debe retornar el envase demostrando que no lo tiró en un lugar inadecuado para que se le re-embolse el dinero.
· Tercero: exactitud de las técnicas y tecnologías de medición 
· Frente a este problema el regulador puede simplemente aplicar la sanción cuando la medición que obtiene se encuentra más allá de los límites del error estándar de medición

Multas o Sanciones
· La forma convencional es la multa monetaria. Sin embargo existen otras: la suspensión de la actividad de la firma violadora por un período de tiempo determinado y/o el procesamiento con o sin prisión de los responsables. 
· Estas dos últimas variantes surgen como alternativas con ciertas ventajas de implementación en países sub-desarrollados donde las firmas frecuentemente aducen restricción de liquidez para afrontar las multas. 
· El repaso de los resultados que ha arrojado la literatura económica sobre la fiscalización de las políticas ambientales, que se presenta a continuación, ilustra sobre éstos y otros aspectos.
Análisis Económico de la Fiscalización de la Política Ambiental

· El análisis económico estándar de la fiscalización tiene como punto de partida el trabajo de Becker (1968): 
· Un agente que está decidiendo respecto a violar o no una norma, y en qué grado, compara el costo esperado de una violación con el beneficio esperado de ésta. 
· Costo esperado de violar la regulación: sanción esperada = dada por la frecuencia de la actividad de monitoreo de la agencia reguladora y el monto de las multas por incumplimiento. 
· Beneficio de violar una regulación está representado por las ganancias económicas derivadas de la actividad ilegal.
· Becker planteó formalmente por primera vez la disyuntiva del regulador entre monitoreo y sanciones. Si el monitoreo es costoso y fijar multas no, los costos de fiscalización siempre pueden reducirse eligiendo sanciones mayores y probabilidades de inspección menores. 
· En la práctica, sin embargo, las sanciones no se fijan en niveles máximos por varios motivos: 
· los jueces son reacios a imponer sanciones a los violadores si éstas son muy severas (Andreoni, 1991),
· los activos de la firma en violación de la normativa pueden no ser suficientes y por lo tanto ésta tendrá un efecto limitado (Segerson y Tietenberg (1992))
· La literatura económica de la fiscalización ambiental ha modelado a las multas como sanciones monetarias crecientes en el nivel de violación. 
· En la realidad, es frecuente que éstas estén determinadas en función de la cantidad de ofensas previas además, o en lugar de, el tamaño de la violación. 
· Explicación de aparente “paradoja” que se observa en la realidad: los altos grados de cumplimiento frente a las bajas multas esperadas. (Lo veremos más adelante).
Fiscalización de Políticas Ambientales de Comando y Control

· Una firma que enfrenta un estándar de emisión (un nivel máximo de emisiones)
· Costo marginal = multa marginal esperada
· Beneficio marginal = reducción marginal en los costos de abatimiento

· La firma elige cumplir cuando el primero es mayor que el segundo para todos los niveles de emisiones por encima del estándar
· En caso contrario, la firma elige un nivel de emisiones que transgrede la norma, tal que su costo marginal de abatimiento es igual a la multa marginal esperada.
· En este contexto, dadas las multas (las cuales no están por lo general fijadas por el regulador ambiental, sino que le vienen dadas), el regulador ambiental puede incrementar los niveles de cumplimiento incrementando las inspecciones (y el número de sanciones impuestas como consecuencia). 
· Este resultado ha sido comprobado en varios trabajos empíricos. [Magat and Viscusi (1990), Deily and Gray (1991), Laplante and Rilstone (1996), Gray and Deily (1996), Nadeau (1997), Helland (1998), Dion et al. (1998), Gray and Shadbegian (2002) and Shimshack and Ward (2002), Dasgupta, et al. (2001), Wang et al. (2002)]
· Una implicancia para las estrategias de monitoreo que se desprende de la literatura teórica es que un regulador con restricción presupuestal que desee maximizar los niveles de cumplimiento debe concentrar sus esfuerzos de monitoreo en aquellas firmas con mayores costos marginales de abatimiento (Garvie y Keeler, 2004). 
· Si el objetivo es cumplimiento perfecto, el regulador debería fijar la frecuencia de auditoria tal que la multa marginal esperada de una pequeña violación es mayor o igual al costo marginal de abatimiento de la firma en el estándar. 
· Para hacerlo, el regulador deberá tener conocimiento (perfecto o imperfecto) de los costos marginales de abatimiento de abatimiento de todas las firmas reguladas. Adquirir este conocimiento perfecto será difícil. Pero tampoco los reguladores carecen totalmente de información sobre los costos de las diferentes firmas. 
· A su vez, la literatura se ha ocupado de crear algunos mecanismos para extraer información sobre costos de abatimiento, aunque ninguno se observa en la práctica. [Ver Kwerel (1977), Dasgupta, Hammond and Maskin (1980), Spulber (1988), Caffera y Dubra (2006) y Montero (2006)]. 
· En todo caso, si el regulador no puede observar los costos marginales de las firmas, aún tiene otra opción para mejorar cumplimiento mediante una estrategia de focalización de la fiscalización (“targeting”). Harrington (1988)
Fiscalización de Políticas Ambientales Basadas en Incentivos Económicos

Sistemas Basados en Instrumentos de Mercado

· En el contexto de mercados de derechos de contaminación, la literatura provee un número importante de implicancias relativas al diseño de fiscalización. 

· Primero: la decisión respecto del nivel de emisión de una firma es independiente de la estrategia de fiscalización y sólo depende del precio del derecho. Harford (1987) 
· Malik (1990) hace notar que en equilibrio la distribución de los derechos de emisión dependerá de la estrategia de fiscalización ya que ésta afectará el nivel de equilibrio del precio de los derechos de emisión.
· La literatura predice que una firma elegirá cumplir con los derechos de emisión que mantiene sólo si el precio de mercado de tales derechos  no excede la sanción esperada de la violación 
· Lo anterior sugiere que si la sanción esperada es superior al precio que habrían tenido los derechos en perfecto cumplimiento, la firma cumplirá con los derechos de emisión [Malik (1990), Keeler (1991), Stranlund y Dhanda (1999)]. 
· Un resultado quizás sorpresivo en esta literatura, es que la decisión de cumplimiento de las firmas no depende de diferencias en sus costos de controlar emisiones [Malik (1990), Stranlund y Dhanda (1999)].   
· Otro resultado de la literatura es que para alcanzar un perfecto cumplimiento no se requiere focalizar los esfuerzos de fiscalización sobre determinados tipos de firmas. (Stranlund y Dhanda (1999)). 
· Un fiscalizador debería fijar la sanción en relación al precio de equilibrio de los derechos de emisión [Stranlund y Chávez (2000) parecen ser los primeros en sugerir esta estrategia]. 
· Bajo este criterio los requerimientos de información al fijar sanciones no son severos: la autoridad necesita sólo observar el precio de equilibrio de los permisos.

.

Sistemas Basados en Impuestos 
· Los niveles de emisiones de las firmas son independientes de los parámetros de fiscalización (frecuencia de monitoreo y multa). Harford (1987). 
· Como en el caso de fiscalización perfecta, las firmas igualan sus costos marginales de abatimiento con el impuesto. 
· Cambios en la multa o la probabilidad de ser inspeccionado y detectado en violación afecta el nivel de emisiones reportadas, pero no el nivel de emisiones reales. 
Selección de Instrumentos de Política, Fiscalización e Instituciones

· La gran ventaja de algunos instrumentos económicos (como los permisos transferibles) frente a los clásicos estándares de emisión es que los primeros minimizarían los costos agregados de abatimiento en los que las firmas reguladas deben incurrir para alcanzar la calidad ambiental objetivo. 
· Este resultado fundamental de la economía ambiental se basa en la comparación de ambos instrumentos bajo el supuesto de cumplimiento perfecto. 
· ¿Conservan los permisos transferibles esta ventaja respecto de los estándares cuando este supuesto se levanta? 
· Malik (1992) ha intentado responder esta pregunta. Sus resultados son inconclusos: desde un punto de vista teórico no se puede decir a priori que los permisos transferibles serán más baratos de hacer cumplir en su totalidad que los estándares de emisión. Dependerá de a forma específica e las funciones de costos de abatimiento.
· Estrechamente relacionado con el tema de la selección de instrumentos en base a sus costos de fiscalización se encuentra el tema de la calidad de las instituciones y los recursos de los reguladores para hacer cumplir la normativa ambiental. 
· Varios autores han reconocido la falta de capacidad institucional en países sub-desarrollados. [Ver, por ejemplo, Russell and Powell (1996), O’Connor (1998), Eskeland y Jimenez (1992), Blackman y Harrington (2000) y Tietenberg (1996)]. 
· Esta falta de capacidad institucional pautaría la selección de instrumentos de política ambiental en los países en desarrollo en el marco de una disyuntiva entre costo-eficiencia y posibilidad de implementación. 
· La teoría económica estaría avocando por la compatibilidad institucional: “…una evolución de instrumentos desde los más fácilmente definibles y posibles de hacer cumplir, y los menos directamente conectados con los objetivos de calidad ambiental; tendiendo a aquellos que involucren definiciones más complejas y estén más directamente conectados con los resultados ambientales deseados, apuntando a los permisos transferibles en el largo plazo.” (Russell y Powell, 1996, p. 20., traducción propia). 
· Es decir, países con restricciones institucionales deberían recurrir a instrumentos que regulan los procesos productivos, o impuestos sobre materias primas y bienes cuya producción o consumo tenga un alto impacto ambiental, e ir cambiando hacia instrumentos económicos que regulen directamente la contaminación a medida que en el proceso de desarrollo dichas restricciones institucionales se van superando.
· La aprobación de normativa sin tener en cuenta sus costos de fiscalización y las capacidades y recursos de los reguladores hace que éstos terminen aceptando cierto nivel de incumplimiento y adoptando un sistema de control en el que las inspecciones son frecuentes, pero las detecciones de violaciones no siempre van acompañadas de multas sino que dan lugar a negociaciones entre regulador y firmas en busca de mejoras. 
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